TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, veintiuno de septiembre de dos mil nueve.

Acta No. 482 del 21 de septiembre de 2009.

Expediente 66001-31-18-002-2009-00139-01

Se decide la impugnación que interpuso el señor Luis Gonzaga Franco Agudelo frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, en la acción de tutela que instauró contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Unidad Territorial Risaralda.

ANTECEDENTES

Relató el actor que es desplazado del municipio de Santuario, Risaralda, desde el mes de mayo de 2002; hasta ahora solo ha recibido tres mercados, auxilio de vivienda, dinero para arrendamiento y para iniciativa de generación de ingresos; es padre de tres menores de edad, su situación es precaria, está desempleado y sin condiciones de procurarse el sustento; le informaron que no tiene derecho a recibir mas beneficios, pese a que según la constitución la ayuda humanitaria debe ser prorrogada hasta que pueda autosostenerse; los auxilios que ha recibido no son suficientes y requiere que se avale por la accionada un proyecto productivo para así alcanzar la estabilización económica que necesita.

En procura de obtener protección a los derechos de petición y a la vida que considera vulnerados, solicita se ordene a la entidad demandada asignar los recursos para la generación de ingresos que le permitan obtener una estabilización socieconómica.

ACTUACIÓN PROCESAL

La acción correspondió al Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira que la admitió por auto del 28 de julio de este año y dispuso las notificaciones de rigor.

La jefe de la oficina jurídica de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, refirió, en síntesis, que el demandante está inscrito en el Registro Único de Población Desplazada y le han suministrado todos los componentes de la ayuda humanitaria de emergencia y el dinero correspondiente al proyecto productivo que en su oportunidad presentó; que la prórroga de la ayuda humanitaria de emergencia le ha sido entregada a su núcleo familiar  desde hace mas de ocho años. En relación con el proceso de estabilización socioeconómica indicó que ello compete al SNAIPD y que los proyectos productivos que Acción Social entrega dependen de la disponibilidad presupuestal y según el turno de pre-inscripción.  Alega que el actor ha instaurado otras dos acciones de tutela solicitando ayuda humanitaria y prórroga por los mismos hechos. Concluye que la entidad no ha vulnerado derecho alguno al actor, en tanto que no se le han negado las ayudas humanitarias a que tiene derecho y pide que se nieguen las pretensiones de la misma.

La instancia culminó con sentencia del 11 de agosto último en la que se negó el amparo solicitado.  Consideró la funcionaria de primera sede que no se acreditó que el demandante hubiese elevado petición alguna a la entidad accionada; que el documento en el que avalúa un proyecto productivo en $8.950.000 no tiene destinatario, “ni firma ni fecha de recibo por alguna de las entidades accionadas que nos puedan dar fe de que se presentó ante la entidad competente, carece de fecha de creación, es general, lo que no permite a este Despacho establecer con certeza a quien fue dirigido, presentado para determinar su efectividad y obligatoriedad de dar respuesta”. Además, que el actor formuló tutela con el mismo objeto de esta acción, obtener prórroga de la ayuda humanitaria de emergencia, decidida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, la negó, aunque no lo sancionó por temeridad al estimar que no obró de mala fe.

Inconforme con esa decisión la impugnó el demandante. Aduce que el objeto de esta acción de tutela no es el mismo de aquella que presentó el 14 de abril pasado, porque ahora lo que pretende es obtener un proyecto productivo porque de los $4.017.000 que le ofrecieron para ese fin, sólo recibió $2.000.000 los que no resultaron suficientes.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

En conclusión, la procedencia de la tutela exige la existencia de  acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

Tal como lo plasmó el actor en el escrito con el que promovió la acción y lo reitera al sustentar la impugnación, pretende que por este excepcional medio de protección constitucional la entidad demandada le avale el proyecto productivo que plasmó en documento anexo a la petición, con el fin de obtener sostenerse por sus propios medios, porque la ayuda hasta ahora recibida no ha resultado suficiente.

Ese escrito contiene la liquidación de la suma que requiere para lograr ese fin, que ascendió a $8.950.000 y que solicita sea desembolsada por la entidad demandada
. Sin embargo, no afirmó ni acreditó que petición en tal sentido hubiese dirigido formalmente a la entidad demandada, a la que no va remitida y en esas condiciones no resulta posible considerar vulnerados los derechos fundamentales cuya protección reclama.

Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:

“3. La tutela del derecho de petición exige demostrar al juez que la solicitud se ha formulado

“En algunos de los expedientes revisados se encuentra que, habiendo alegado los accionantes la violación de su derecho fundamental de petición, no se acompañó copia de la solicitud formulada ante la administración, ni documento alguno que acreditara que, en efecto, se elevó aquélla.

“Acerca de este punto, la Corte Constitucional considera necesario resaltar que, en cuanto la tutela solamente puede prosperar ante la probada vulneración o amenaza de derechos fundamentales, debe contar el juez con la totalidad de los elementos de juicio que le permitan arribar a la conclusión de si en el caso específico se produjo o no en realidad el atropello del que se queja el demandante.

“Los dos extremos fácticos -que deben ser claramente establecidos-, en los cuales se funda la tutela del derecho de petición, son, de una parte la solicitud, con fecha cierta de presentación ante la autoridad a la cual se dirige, y de otra el transcurso del tiempo señalado en la ley sin que la respuesta se haya comunicado al solicitante.

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis  corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder...”
. 

Así las cosas no podía concederse la tutela porque el actor no ha solicitado a la entidad demandada el reconocimiento de la suma de dinero que considera debe autorizársele para emprender un proyecto productivo, o al menos prueba en tal sentido no obra en el expediente. 

Además, como él mismo lo afirmó, recibió ya una suma de dinero con esa misma finalidad, la que según dice resultó insuficiente y la accionada le ha brindado otra serie de ayudas como desplazado, razón por la cual se le negó otra tutela que promovió con el fin de obtener su prórroga, como lo acredita la copia del respectivo fallo, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, el pasado 21 de abril
.

En esas condiciones, se  consideran acertadas las decisiones contenidas en la sentencia objeto de revisión, la que será avalada por esta Sala.

Por lo expuesto, la Sala 1 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1º.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, el pasado 11 de agosto, en el proceso de tutela instaurado por Luis Gonzaga Franco Agudelo contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, Risaralda. 

2º.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

3º.- Lo aquí decidido notifíquese a la partes al tenor del canon 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS          

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 

GONZALO FLÓREZ MORENO
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